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Introducción


Juan Carlos Amador1


¿El futuro?


En la historia de la humanidad, las sociedades organizadas suelen pensar en el futuro con optimismo, a pesar de la existencia de problemas que amenazan su realización. Dichas sociedades asumen que las generaciones venideras o las recién llegadas al mundo, tal como lo expresa Hannah Arendt (1991), tendrán los conocimientos, habilidades y criterios éticos para continuar por la senda de la civilización. Por esta razón, la educación y la cultura se constituyen en algunos de los dispositivos más efectivos para orientar las prácticas sociales, garantizar el respeto a la ley y generar iniciativas que propendan por el desarrollo y el progreso. Sin embargo, no siempre el futuro es promisorio, ni es seguro que la educación y la cultura cumplan su función reguladora o reproductora.


A veces los recién llegados al mundo optan por otros caminos tras la desilusión que provocan las herencias morales que les dejan otras generaciones. Prueba de esto son las generaciones baby boomer (década de 1950), insurrecta (década de 1960) y punk (década de 1970) (González y Feixa, 2014), las cuales promovieron el ideal de una sociedad distinta en tiempos de posguerra, alrededor de lo que se denominó en su tiempo contracultura. No obstante, los herederos de estas generaciones, llamados “hijos de la libertad” por algunos autores, no comparten este modo de ver la vida, prefieren actuar con sigilo y acomodarse al orden social, quizás de manera estratégica.


Al respecto, es posible considerar que, en Colombia, el optimismo sobre el futuro no ha sido palpable casi en ninguna generación. El futuro, los escenarios posibles y la opción de una sociedad distinta suelen ser parte de los discursos justificatorios de campañas políticas, de firmas de tratados de libre comercio (TLC), de proyectos de reforma constitucional y hasta de concesiones al capital transnacional. Parte de este no futuro, tal como lo plasmó Víctor Gaviria en un filme en la década de 1990, está asociado con el sostenimiento de un conflicto armado interno que no solo ha provocado una crisis humanitaria sin precedentes, sino que ha roto lazos sociales, ha sembrado la desconfianza entre congéneres y ha obstaculizado, en muchas poblaciones, la posibilidad de ver la vida con ilusión.


Aunque las iniciativas de las nuevas generaciones han sido fundamentales en la conquista de derechos y en el reconocimiento de otras opciones de vida (por ejemplo en el terreno de los derechos económicos, sociales y culturales (DESC), o en la vindicación de los derechos de las víctimas), los colombianos estamos anclados en una desesperanza colectiva que no nos deja ver futuros posibles.


Esta desesperanza tiene varias consecuencias, entre ellas la naturalización de la violencia, la desigualdad y la exclusión, asumiendo que este es el mundo que nos correspondió vivir, algo así como un castigo original. Asimismo, al presumir que es algo inmodificable, aceptamos con cierta indiferencia o complicidad otras formas de violencia que progresivamente complejizan el conflicto social (por ejemplo, a través del racismo, el sexismo, el clasismo y el patriarcado), esto es, un patrón de poder colonial que se vuelve forma de vida, tal como lo expresa Aníbal Quijano (2005).


¿Conflicto y post-conflicto?


De acuerdo con el informe ¡Basta ya! Colombia: memorias de guerra y dignidad (2013), a lo largo de las últimas cinco décadas el conflicto armado colombiano ha traído consigo 220.000 muertos, 5.700.000 víctimas por desplazamiento forzado, cerca de 250.000 desaparecidos y alrededor de 30.000 secuestrados. Aunque estas cifras son objeto de debates entre investigadores, uno de sus aspectos más llamativos es que durante este mismo periodo murieron 177.000 civiles y apenas 40.000 combatientes de los diferentes bandos. Estos números sugieren entonces que las consecuencias de la guerra se centran, principalmente, en la población civil.


Asimismo, este conflicto ha incluido formas deplorables de combate que contradicen los principios del Derecho Internacional Humanitario (DIH), tales como el reclutamiento de personas menores de edad, la siembra de minas antipersona y la perpetuación de condiciones de absoluta indefensión de la población, sucesos todos reflejados en las cerca de dos mil masacres ocurridas en Colombia entre 1998 y 2012. Para la Comisión Histórica sobre el Conflicto Armado y sus Víctimas (2015) existen múltiples causas que no solo originaron sino que han prolongado las confrontaciones.


Para Sergio de Zubiría, la genealogía de esta confrontación armada está en el fracaso o aplazamiento indefinido de reformas sociales. Para Darío Fajardo, las disputas por tierras y la ausencia de una reforma agraria efectiva constituyen parte de los factores que profundizan el conflicto. Francisco Gutiérrez resalta la presencia de nuevos actores armados que reclutan a personas que han sido parte de ciclos armados anteriores. Otros, como Víctor Moncayo y Jairo Estrada insisten en la asociación entre conflicto armado y modelo de desarrollo capitalista. Otros académicos destacan el papel pasivo y hasta cómplice de la clase dirigente colombiana, al no adoptar las medidas que se requerían para prevenir el recrudecimiento del conflicto. En algunos casos, incluso, dichos sectores aprovecharon estas condiciones, tal como ocurrió con la permisividad frente al narcotráfico y la parapolítica.


Finalmente, otros analistas coinciden en una evidente deficiencia del Estado colombiano para detentar con legitimidad el monopolio de la fuerza, lo cual, entre otros factores, contribuyó al surgimiento de grupos paramilitares. Un ejemplo de esta debilidad la presenta el aparato judicial, el cual, de alguna manera, ha contribuido al crecimiento de modalidades complejas de justicia privada. A esto se suman variables como las diferencias regionales y la vulnerabilidad de las poblaciones rurales, las cuales han sufrido mayoritariamente los actos de guerra (masacres, asesinatos selectivos, torturas, ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas, uso de minas antipersona, desplazamiento forzado, secuestro, extorsión, reclutamiento ilícito, delitos sexuales, ataques contra bienes civiles y públicos, y daños ambientales).


En medio de esta desesperanza, particularmente asociada con la existencia de un conflicto armado interno y un modelo de desarrollo que precariza la vida, desde el año 2010 se ha abierto paso a la posibilidad de iniciar una etapa de post-conflicto. Esta perspectiva de futuro ha empezado a tener resonancia en algunos sectores de la sociedad, tras los avances de los diálogos de paz entre el Gobierno nacional y la guerrilla de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia – Ejército del Pueblo (FARC-EP), quienes han decidido dialogar en medio de las hostilidades2. La experiencia histórica de otros países muestra que los diálogos prosperan una vez se da un alto al fuego, sin embargo en Colombia nos hemos acostumbrado a escuchar cómo se avanza, lentamente, en la agenda de conversación, mientras continúan las operaciones militares en varias regiones de la geografía nacional.


Diversas iniciativas desarrolladas por la sociedad civil, el Estado y las organizaciones, en medio de sus aciertos y debilidades, constatan la necesidad de emprender acciones que contribuyan a restituir los derechos de las víctimas, que posibiliten reparaciones integrales y que faciliten condiciones jurídico-políticas para lograr procesos exitosos de desmovilización y reintegración de los integrantes de los grupos armados. Estos aspectos, que se configuran en herramientas y condiciones concretas para superar los conflictos armado y social, están antecedidos por cuatro iniciativas, así:


• Ley de víctimas y restitución de tierras (1448 de 2011): tiene por objeto establecer un conjunto de medidas (judiciales, administrativas, sociales y económicas, individuales y colectivas) a favor de las víctimas del conflicto armado, dentro de un marco de justicia transicional. Este ha de posibilitar el efectivo goce de sus derechos a la verdad, la justicia y la reparación con garantías de no repetición. Apunta, además, a la materialización de sus derechos constitucionales mediante acciones precisas, tales como la definición de montos de indemnizaciones por vía administrativa, la conformación de mesas de participación de las víctimas, el proceso de restitución de tierras y la creación del Sistema de Registro Único de Víctimas.


• Unidad para la Atención y la Reparación Integral de las Víctimas: es una entidad que busca acercar al Estado con las víctimas mediante acciones transformadoras que promuevan su participación efectiva en el proceso de reparación. Dentro de sus objetivos están: brindar una respuesta integral a las víctimas para que sean y se sientan reparadas; fortalecer la capacidad del Estado para dar respuesta a las emergencias humanitarias y evitar nuevas violaciones a los derechos humanos; poner en marcha conjuntamente con las entidades (nacionales y territoriales) una estrategia integral para la movilización del Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas (Snariv); coordinar que la oferta institucional esté implementada en el territorio; visibilizar a las víctimas y garantizar su participación efectiva.


• Grupo de Memoria Histórica (GMH) y Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH): se trata de un grupo de investigación perteneciente a la entonces llamada Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación (CNRR), que tiene como propósito principal producir y divulgar narrativas sobre el conflicto armado en Colombia, capaces de identificar las razones para el surgimiento y evolución de los grupos armados ilegales (conforme a la Ley 975 de 2005), así como las distintas verdades y memorias de la violencia. El grupo trabaja a través del enfoque diferencial y una opción preferencial por las voces de las víctimas. También formula propuestas de política pública que fomenten el goce efectivo de los derechos a la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no repetición.


• Marco jurídico para la paz: es un Acto Legislativo (014/11S-094/11C) que busca facilitar la terminación del conflicto armado. Se encarga de implementar mecanismos extrajudiciales de justicia transicional, el establecimiento de criterios de priorización y selección de casos, la suspensión de la ejecución de la sanción y la renuncia a la persecución penal para los hechos no seleccionados, como herramientas para las personas desmovilizadas de grupos armados ilegales.


Estas iniciativas constatan que no se trata únicamente de lograr un acuerdo entre las dos partes, cesar hostilidades e incorporar al grupo armado respectivo a la vida social y política, sino de generar condiciones de reconciliación que permitan avanzar en justicia, no solo como equidad (tal como lo propuso tempranamente John Rawls (2006), a propósito de su idea de instituciones justas), sino como reconocimiento (Fraser, 1997; Honneth, 2009). Esto significa transitar hacia otro estado de existencia colectiva, producir un giro en la vida moral con arreglo a pactos legales y legítimos y construir un proyecto ético que favorezca la compasión, esto es, reconocer que somos extremadamente vulnerables y adquirir capacidades para responder al dolor del otro. Se trata de no eludir la demanda del otro frente a la experiencia del mal (Mélich, 2010).


Es por esta razón que el término post-conflicto se convierte en una mediación narrativa que contribuye a explicitar esta necesaria transición-transformación. Por tanto, no se trata de negar el conflicto como un elemento constitutivo de la condición humana, ni mucho menos banalizar la complejidad que posee la superación plena de un conflicto armado y social. Desde nuestro punto de vista, el post-conflicto (con el guion), comprendido como las nuevas condiciones de vida social que se ponen en escena una vez se surten las etapas de resolución de un conflicto armado, sirve para propiciar tres niveles de reflexión colectiva en el país, que contribuyan a la reconciliación y correspondiente reconstrucción societal: la memoria (¿Qué ocurrió? ¿Por qué ocurrió? ¿Cómo ocurrió? ¿Quiénes lo hicieron? ¿Quiénes fueron afectados?); nuestro presente (¿Qué estamos haciendo? ¿Cómo lo hacemos? ¿Cuáles son los compromisos?); y la utopía (¿Qué futuros posibles? ¿Qué planes? ¿A través de qué herramientas? ¿En qué condiciones?).


Asumir la posibilidad de transitar del conflicto hacia el post-conflicto en Colombia, según tradiciones socio-antropológicas y jurídicas, exige trabajar al menos sobre cuatro aspectos concretos: (1) el fin del conflicto armado, (2) la reparación a las víctimas, (3) la justicia transicional y (4) la reintegración.


El primero, como se ha mencionado, tiene que ver con procesos de diálogo y negociación, tal como se adelanta desde 2012 a la fecha de publicación de este libro (2015) entre el Gobierno nacional y las FARC-EP en La Habana (Cuba). Lo extraño del actual proceso, a diferencia de lo ocurrido en otras experiencias, es que los diálogos y acuerdos se están produciendo en medio de periodos de confrontación y de cese de hostilidades parciales.


El segundo comprende un conjunto de condiciones y procedimientos que pasan por el reconocimiento de las víctimas, la memoria de los hechos victimizantes, la difusión de la verdad histórica y jurídica de lo ocurrido, la reparación integral y la generación de condiciones sostenibles para que nunca más vuelvan a ocurrir estos actos de violencia y negación de humanidad.


El tercero alude a las medidas judiciales excepcionales, extraordinarias y provisionales que pueden favorecer los procesos de tránsito, asunto que contempla reparación a las víctimas y reintegración de los excombatientes. La justicia transicional no es amnistía ni impunidad, sino un conjunto de herramientas que posibilitan el tránsito hacia el post-conflicto.


Finalmente, la reintegración, que en términos más amplios hace parte del proceso de desarme, desmovilización y reintegración (DDR), incluye un conjunto de disposiciones y estrategias para que se cierre un ciclo de violencia armada, lo cual implica la entrega de armas, la desmovilización individual y colectiva de los grupos insurgentes así como las garantías jurídicas, sociales y políticas para que las personas excombatientes se reintegren a la vida civil.


Vale señalar que esta transición no solo es de tipo jurídico, sino también de carácter ético y político. En tal sentido, a propósito de los cuatro aspectos antes señalados, construir el post-conflicto exige ir más allá, es decir, se deben generar las condiciones necesarias para construir culturas de paz. Este proceso de transición hacia la paz contempla:


• El conocimiento de la verdad de los hechos sobre el conflicto armado: en el camino hacia las justicias transicional y social, la sociedad colombiana debe tener acceso a los hechos y a la polifonía de versiones sobre lo ocurrido. Es necesario entender cómo, a lo largo de las últimas cinco décadas, hemos llegado a 220.000 muertos, 5,7 millones de víctimas por desplazamiento forzado, 25.000 desaparecidos y 30.000 secuestrados (GMH, 2013).


• La reparación a las víctimas: además de la reparación material, las víctimas del conflicto armado en Colombia deben ser apoyadas y restituidas en torno a cuatro tipos de daños: emocional, moral, cultural y político. Se requiere de un conjunto de iniciativas por parte del Estado y de la sociedad civil para que, más allá del asistencialismo predominante en el país desde hace varios años, se avance en la generación de herramientas de empoderamiento para facilitar el ejercicio ciudadano de estas personas, familias y grupos.


• La construcción de planes y programas en los ámbitos familiar, comunitario e institucional, centrados en el respeto a la vida, el cuidado y el ejercicio ciudadano. Esta tarea implica un esfuerzo sostenido para transformar creencias y prácticas que naturalizan la desigualdad y la exclusión, alrededor de las etnias, los géneros, las sexualidades, las edades y las situaciones de discapacidad.


• Diseño de planes y programas para el DDR de combatientes: más allá de los debates sobre la implementación de mecanismos como la amnistía o la rebaja de penas, el Estado y la sociedad civil deben considerar alternativas para que estas personas se incorporen con garantías plenas a la vida social y política de la Colombia del post-conflicto.


Para la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco, 2005), la cultura de paz alude a una manera de entender y vivir el mundo en el que sea posible: superar el flagelo de la guerra, dar protección a las poblaciones en peligro, lograr desarrollo de forma armoniosa, tener plena capacidad de disfrute de los derechos humanos, vivir bajo el desarme y con sostenibilidad ambiental. Si bien es posible identificar limitaciones en este concepto, los principios planteados por la Unesco no están lejos de los principales desafíos que tiene la sociedad colombiana luego de que se firme el fin del conflicto armado con grupos guerrilleros (incluyendo aquí al Ejército de Liberación Nacional, ELN) y, quizás, con otras organizaciones que operan en muchos lugares de la geografía nacional.


El libro


En este contexto, el Instituto para la Pedagogía, la Paz y el Conflicto Urbano de la Universidad Distrital Francisco José de Caldas –IPAZUD– organizó el 14 de mayo de 2014 el seminario nacional Preparando el futuro: entornos y límites del post-conflicto en Colombia, el cual tuvo lugar en el Centro de Memoria, Paz y Reconciliación de Bogotá. A través de la pregunta: ¿Cómo nos estamos preparando para el post-conflicto? se encontraron distintos actores sociales, involucrados en la idea de generar las condiciones sociales, políticas e institucionales necesarias para transitar hacia el post-conflicto en Colombia. Por esta razón, estuvieron presentes víctimas del conflicto armado; personas desmovilizadas de grupos armados; representantes de entidades del Estado y organizaciones de la sociedad civil, y académicos.


Este encuentro tuvo como propósito construir colectivamente marcos comprehensivos, críticos y propositivos, acerca de las lógicas del conflicto armado interno así como de los aspectos que pueden viabilizar la reconstrucción societal, ética y política de la sociedad colombiana. En consecuencia, y dada la coyuntura de los diálogos de paz entre el Gobierno nacional y las FARC-EP en La Habana (Cuba), la pregunta descrita guió el desarrollo de dos grandes ejes de reflexión. El primer eje abarcó aspectos como el fin del conflicto armado, la justicia transicional y la reparación a las víctimas. Y el segundo abordó los elementos y variables que configuran el proceso de desarme, desmovilización y reintegración (DDR). En ambos se combinan tres lecturas: la de la sociedad civil (incluyendo a las víctimas), la de los investigadores y la del Estado.


Primera parte:
Fin del conflicto, justicia transicional y reparación


La apertura de la primera parte del libro estuvo a cargo de Alejo Vargas (Universidad Nacional de Colombia), a través de un texto titulado Terminación del conflicto armado en Colombia. Sobre la base de una lectura optimista del actual proceso de diálogo de La Habana, como él mismo la señala, el profesor Vargas parte de asumir que construir la paz es, a la vez, avanzar de manera significativa hacia una sociedad más equitativa, donde los derechos sean realidad en la vida cotidiana y no simples enunciados. Luego de un recorrido por los actores, temas y condiciones que configuran el actual proceso de paz entre el Gobierno nacional y las FARC-EP, concluye que, luego de la terminación del conflicto armado, viene un reto “apasionante” para la sociedad colombiana. Este consiste fundamentalmente en impulsar trasformaciones en democracia, desarrollo y bienestar para los colombianos.


El segundo capítulo fue desarrollado por Gustavo Salazar, quien al momento de la presentación de su ponencia en el seminario ocupaba el cargo de coordinador programático para Colombia del Centro Internacional para la Justicia Transicional –ICTJ–. En el texto La integralidad de la justicia transicional, Salazar analiza la importancia conjunta de aspectos como la justicia, la verdad, la reparación y las garantías de no repetición en la construcción del post-conflicto. Justamente, la idea de integralidad está relacionada con la articulación de estos aspectos mediante herramientas jurídicas, pero también a través de una perspectiva estratégica de intersectorialidad. Para el profesor Salazar, por ejemplo, si solo se implementan tribunales legales para la sanción al victimario y no se trata a la víctima en otros escenarios, se pueden generar efectos materiales y morales nocivos que impidan la aplicación de justicia.


El tercer capítulo, titulado La perspectiva de las mujeres que participaron en el proceso de la Comisión de la Verdad, fue una contribución de Alejandra Miller, integrante de la Ruta Pacífica de las Mujeres. La Comisión de la Verdad de las Mujeres ha sido reconocida como un aporte a la construcción de paz en Colombia, dado que hace públicas las voces de mujeres víctimas del conflicto armado. En este escrito, Miller describe las acciones de las mujeres por la defensa de la vida y la dignidad de las personas cercanas a su situación de afectación por la violencia. Finalmente, expone cómo la Comisión reivindica a las mujeres como agentes políticos y sujetos de derechos para exigir verdad, justicia, reparación y la no repetición de violencias contra sus cuerpos.


El capítulo cuatro estuvo a cargo de Marieta Quintero, profesora e investigadora de la Universidad Distrital. El texto titulado Tramas narrativas del mal y sentimientos morales: Entre el deber y la resistencia al relato problematiza los hechos atroces de la guerra a través de los sentimientos y la sensibilidad moral. Basada en sus investigaciones, la profesora Quintero plantea que esta perspectiva contribuye al fortalecimiento de juicios colectivos, acerca de la justicia ante la injusticia; demanda normas e instituciones jurídicas para restablecer los derechos vulnerados; y le da un lugar distinto a las emociones en la construcción de cultura política. Precisamente, esta dimensión humana permitiría una apertura para construir en Colombia una ética relacional en el contexto del mal de la guerra.


En el quinto capítulo, Juan Carlos Amador propone un texto titulado Escuelas reparadoras: niños, niñas y jóvenes víctimas del conflicto en el sistema educativo de Bogotá. Con base en la existencia de más de 20.000 niños, niñas y jóvenes en los colegios oficiales de Bogotá, presenta dos preguntas iniciales: ¿El tipo de escuela que predomina hoy en Colombia, específicamente en Bogotá, favorece la reparación de niños, niñas y jóvenes víctimas del conflicto armado? ¿Qué claves pedagógicas, epistemológicas y culturales contribuirían a consolidar este proceso de reparación? Para tal efecto, el trabajo recorre tres grandes temas de discusión: en primer lugar, analiza algunas particularidades de niños, niñas y jóvenes víctimas del conflicto armado en Bogotá; en segundo, aborda el concepto de reparación, no solo desde una perspectiva jurídica sino especialmente ética y política; y por último presenta tres estrategias pedagógicas para trabajar con las comunidades educativas en Bogotá, específicamente mediante los derechos, la interculturalidad y las narrativas y memorias.


Finalmente, Sandra Milena Santa, integrante de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, cierra esta primera parte del libro a través de un capítulo titulado La experiencia de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas. Guiada por la pregunta del seminario, Sandra Santa plantea como punto de partida que la prioridad en la construcción del post-conflicto es la reparación integral a las víctimas. Además de exponer los objetivos y acciones de esta entidad, el texto explora el concepto de reparación integral con vocación transformadora: esto implica eliminar las condiciones de exclusión que facilitaron y permitieron que muchas personas fueran victimizadas. Una de las consecuencias de esta reflexión es, según Santa, reconocer que el sostenimiento de esas condiciones pone en riesgo cualquier proyecto orientado hacia la paz, o cualquier proyecto de adecuación hacia el post-conflicto.


Segunda parte:
Desarme, desmovilización y reintegración (DDR)


La segunda parte del libro, dedicada al DDR, inicia con el trabajo del investigador Enzo Nussio (Departamento de Ciencia Política de la Universidad de los Andes), titulado Desafíos para el desarme, la desmovilización y la reintegración (DDR) en Colombia. El séptimo capítulo parte de la pregunta “¿Qué desafíos podemos esperar de un proceso de DDR con las FARC-EP?”, para desarrollar tres ideas claves. En primer lugar, experiencias previas investigadas por Nussio, como la desmovilización de las Autodefensas con la Ley 975 (de Justicia y Paz), muestran que hay posibilidades reales de rearme por parte de estos grupos. En segundo lugar, es necesario anticiparse a estos hechos para sostener la transicionalidad (post-conflicto). Y, en tercer lugar, es necesario aprovechar el conocimiento y cohesión de estos grupos para amortiguar la transición, lo que no significa entregar territorios. Se trata de darles a esas estructuras en proceso de DDR otras oportunidades diferentes, por ejemplo en el desminado humanitario y en las actividades de reparación.


El octavo capítulo es desarrollado por Omar Alfonso Ochoa Maldonado, director de la Agencia Colombiana para la Reintegración (ACR), a través del título Desafíos de la reintegración en Colombia. El texto expone la transformación del proceso de reintegración, implementado en Colombia desde el año 2006. En su texto, Ochoa describe las fases que constituyen el proceso de reintegración tanto de tipo individual como colectivo. Uno de los aspectos más relevantes de la experiencia es la importancia que esta entidad le da al proceso de sostenibilidad legal, social, académica y política de la persona reintegrada, quien participa en la ruta establecida. Al final, se presentan algunos desafíos que tiene la institucionalidad para avanzar en estos propósitos.


Finalmente, el capítulo noveno, presentado por Enrique Flórez (representante del Partido Revolucionario de los Trabajadores, PRT) titulado Desmovilización y reinserción: una experiencia, hace una reflexión a partir de las vivencias de alguien que ha transitado por la desmovilización y la reintegración, desde la década de 1990, para explicitar algunas lecciones aprendidas. Flórez, planteando como premisa que la reflexión sobre estas experiencias aporta claves importantes para entender qué puede pasar frente a un posible escenario de post-conflicto con las FARC-EP, identifica varios elementos para construir una transición sostenible, entre ellos el derecho a la vida de las personas desmovilizadas, las garantías de participación social y política, y la necesidad de hacer reformas sociales y económicas que prioricen a las regiones.
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Primera parte:
Fin del conflicto armado, justicia transicional y reparación





Terminación del conflicto armado en Colombia1



Alejo Vargas Velásquez2


Introducción


La terminación del conflicto armado y la construcción de paz es un tema sobre el cual, como decía el profesor Chucho Bejarano nuestro colega asesinado, no podemos darnos el lujo de ser pesimistas, siempre debemos ser optimistas.
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